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                                     ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el actor contra el fallo mediante el cual el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad negó la tutela de los derechos fundamentales invocados por el ciudadano Hernán Antonio Ramírez Londoño, en contra del Instituto de los Seguros Sociales.

ANTECEDENTES

Expuso el libelista que al haber cumplido 63 años es persona de la tercera edad y durante su vida laboral cotizó al sistema pensional entre el 18 de octubre de 1991 y el 30 de octubre de 2002, dentro del régimen de prima media con prestación definida, encontrándose además cobijado por la transición de la ley 100 de 1993, por lo que en su evento le es aplicable el Acuerdo 049 de 1990, para los efectos prestacionales.

Por virtud de lo anterior –sostiene- solicitó el reconocimiento de su pensión de vejez ante el Seguro Social, el cual le fue negado al aducir la entidad que solo cotizó 461 semanas, ante lo cual interpuso los recursos de reposición y apelación que desatados no tuvieron prosperidad.
El demandante hace un exposición de los meses por él laborados y según sus propias cuentas acerca del cómputo de cotización, asegura haber alcanzado un total de 573.18 semanas, además de que no se le tuvo en cuenta 82 semanas equivalentes a 19 meses de presunta mora patronal y que 5 semanas adicionales corresponden al ‘cómputo real’.
En conclusión, expone que se encuentra en situación de indignidad ante el no pago de aquella prestación, mendigando con su esposa la subsistencia, ya que se le han vulnerado sus derechos a un mínimo vital, a la igualdad, a la seguridad social, a la dignidad humana y a la protección especial de las personas de la tercera edad, cuya protección implora.
SENTENCIA DE PRIMER GRADO

La operadora jurídica de primer nivel negó el amparo constitucional, tras argumentar que el actor no acreditó encontrarse en situación tal que pueda recibir un perjuicio irremediable por la decisión negativa de la entidad pública, y que de otra parte, la diferencia registrada en el tiempo de cotización entre el actor y la accionada, es asunto que debe ser resuelto por el juez ordinario y no en sede de tutela, por lo que aún cuenta con los medios judiciales ordinarios para acudir ante la justicia laboral.

IMPUGNACIÓN
En su censura el ciudadano Ramírez Londoño, manifiesta que se encuentra en una situación económica crítica y que la tutela la utiliza para evitar un perjuicio irremediable, ya que se le está vulnerando su derecho a un mínimo vital, además de ser un adulto mayor, por lo que se encuentra en total desamparo y estado de indigencia. Reitera que explicó bien su estado de indignidad  y que ha efectuado las cotizaciones suficientes para obtener el derecho reclamado.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

Le corresponde determinar a esta Corporación, si el Instituto del Seguro Social está vulnerando los derechos fundamentales invocados por el ciudadano promotor de la acción, de tal suerte que proceda la revocatoria de la decisión impugnada, o si ella se encuentra ajustada a derecho y por ende merece la ratificación.
SOLUCIÓN

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Con el objeto de abordar el tema concreto, es preciso reseñar que en reciente decisión de la Corte Constitucional frente al reconocimiento de prestaciones sociales por vía de tutela, reiteró que es de carácter excepcional y que debe apreciarse la inminencia de una amenaza, que el daño moral o material sea de tal intensidad que se requiera de medidas urgentes para conjurar ese perjuicio irremediable, y que la tutela sea impostergable para restablecer el orden social justo en su integridad.

Hecha esta precisión y descendiendo al caso concreto, se enfrenta la Colegiatura a una pretensión del ciudadano Hernán Antonio Ramírez Londoño, consistente en que se le reconozca su derecho a la pensión por vejez, al precisar que cuenta con 62 años de edad, ha cotizado 573.18 semanas y se encuentra dentro del régimen de transición previsto por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993. La petición que en tal sentido formuló por vía gubernativa, fue rechazada por el Instituto del Seguro Social, cuyo fundamento estriba solo en la insuficiencia del tiempo de cotización, al no reunir las 500 semanas como requisito establecido en el Decreto 758 de 1990, cuyo sistema es aplicable por vía de excepción.
Sostiene el actor que las semanas reportadas por el I.S.S. no son correctas y –según sus propias cuentas- elabora detalladamente el recuento de las mismas, pero además dice que cada mes reporta 4.33 semanas y no 4.14 como lo hace el Seguro.
La Sala ha hecho la correspondiente valoración del reporte emitido por la Vicepresidencia de Pensiones del Instituto, sobre las semanas cotizadas por el señor Ramírez Londoño y advierte que el tiempo que adujo cotizar entre el 18 de octubre de 1991 y 30 de octubre de 2002 presenta solución de continuidad, en considerable tiempo de tal manera que, por ejemplo, entre el 25 de octubre y 31 de diciembre de 1994, no se registran aportes, tampoco en los meses de enero, marzo y mayo del año 2000, abril de 2001 y junio, agosto y septiembre de 2002.
Sin embargo y frente a lo reclamado por el petente respecto del tiempo en apariencia no reportado por el I.S.S., por mora en el pago de la prestación imputable al patrono, en virtud a que tal hecho no depende del trabajador, debe la entidad de seguridad social abonárselo como lo indicó la jurisprudencia.
Con todo, el tiempo de semanas cotizadas, según el reporte de la entidad que adujo como prueba el actor, arroja un total de 478.28 semanas, el cual no es suficiente para satisfacer la exigencia prevista en el artículo 12, literal ‘b’ del Acuerdo 049 de 1990.

La norma aludida establece que tendrá derecho a disfrutar la pensión de vejez, quien reúna lo siguientes requisitos:
“a). Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se es mujer y,

“b). Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber acreditado un número de un mil (1000) semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo”.

Así las cosas, no aprecia esta Corporación que sea evidente la consolidación del derecho de pensión del ciudadano Hernán Antonio Ramírez, ya que el aspecto fáctico frente al cumplimiento de la ley no permite concretar que efectivamente la entidad accionada esté vulnerando los postulados inmersos en la Carta Política, que le asisten al actor.
Luego, no se trata de acreditar una situación de indignidad en el actor porque no ha cumplido las expectativas legales que le otorgan el derecho a obtener la pensión de vejez y no es posible que por vía de tutela se puedan desconocer las normas, para otorgar un reconocimiento que no ha sido consolidado por falta de cumplimiento de los imperativos legales. 
En estas condiciones y ante lo discutible del derecho, como en efecto se dispuso en la instancia a quo, no es posible determinar quebranto de los derechos del libelista por parte de la entidad. Por contera, el fallo de primer grado que negó el amparo de los derechos invocados, debe se ratificado.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Confirmar el fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, en cuanto fue materia de impugnación.
Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









    Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ         JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado
 


     Secretario
� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-387 de 21 de mayo de 2010, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.
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